Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social le da la bienvenida a los 
representantes de ANTEL. Esta citación ha sido votada por la Comisión a efectos de que el Directorio 
de ANTEL informe respecto a la problemática de los guardahilos, que ya es conocida por todos. 


Dejamos constancia de que nos ha sido informado que comparece el doctor Edgardo 
Carvalho, quien es el Vicepresidente de ANTEL, pero que en este momento actúa en ejercicio de la 
Presidencia, debido a que no se encuentra presente la Presidenta. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de cederle el uso de la palabra a nuestros invitados, los representantes del 
Directorio de ANTEL, quiero, en primer lugar, darles la bienvenida. 


Por otro lado, quisiera señalar que, en su momento, la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social recibió a una delegación de guardahilos, acompañada por un representante del PIT- 
CNT, que vino a trasladarnos la problemática que los involucra. Por iniciativa mía, en la Comisión 
consideramos que correspondía también escuchar la otra campana, la del Directorio de ANTEL. A su 
vez, si esta Comisión de alguna manera puede intermediar entre las partes o servir de instrumento 
para canalizar diferentes inquietudes que acerquen posiciones encontradas, creo que es bueno que 
actuemos en ese sentido. 


Entonces, simplemente quería trasmitir a la delegación que hoy nos visita, no solamente el 
agrado de recibirlos, sino la predisposición de parte de la Comisión para escuchar la información que el 
Directorio tenga para aportar. 


SEÑOR CARVALHO.- La problemática que involucra al colectivo de personas contratadas por ANTEL 
en calidad de guardahilos, a través de contratos de arrendamiento de servicios regidos por el Código 
Civil, se integra en un conjunto de situaciones de colectivos que están vinculados o trabajan en relación 
con ANTEL, sin tener la condición de funcionarios. Ese colectivo, que tiene distintas características y 
está integrado por personas de diferentes edades, calificaciones y antigúedad en la relación con 
ANTEL, sumaba al momento de asumir el Directorio, el 23 de marzo de 2005, más de 1.200 personas, 
aparte de las que estaban trabajando en ANTEL como becarios y pasantes, que eran 500. 
Naturalmente, el Directorio asumió esta situación con preocupación y ha trabajado a lo largo de estos 
años, con suerte diversa, en resolver situaciones que, desde el punto de vista de la empresa, no eran 
positivas, ya que implicaban o bien la ejecución de contratos bastante arcaicos suscritos o redactados 
hace algunas décadas para comprender situaciones que con la evolución tecnológica, el paso del 
tiempo y el crecimiento de la empresa ya no se acompasaban en gran parte con la realidad o en otros 
casos suponían la intermediación, en la relación de estas personas y ANTEL, de una empresa en el 
mercado de mano de obra. Desde nuestro punto de vista, esto último también establecía situaciones 
poco aconsejables en cuanto a la claridad en la relación de la empresa con quienes trabajan para ella. 
La Ley N* 17.930 nos proveyó un mecanismo que permitió dar solución al caso de los becarios y 
pasantes -que, si no me equivoco, eran alrededor de 450- a través de los decretos reglamentarios y los 
instructivos de la Organización Nacional del Servicio Civil. Quiero hacer referencia específicamente a 
este procedimiento, que es importante, porque suministraba una vía para clarificar los contratos 
llamados desnaturalizados y que eran aquellos que, una vez suscritos, con el paso del tiempo y el 
cambio de las actividades que cumplían los contratantes, implicaban ya una relación ficticia que no 
daba lugar a una aplicación correcta del Derecho y de la relación de la empresa con estos funcionarios. 
La situación de los becarios y pasantes se regularizó, pero no se hizo lo mismo con otras, porque el 
Directorio entendió que no correspondía. Es importante señalar que, de todos modos, este marco 
proveía un mecanismo por el cual la persona con aspiraciones a ser reconocida como trabajadora 
dependiente de ANTEL, disponía de un plazo para presentarse, tenía la posibilidad de aportar prueba 
y, naturalmente, la oportunidad de recurrir ante el Poder Ejecutivo y, posteriormente, ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo si no se admitía su planteamiento. En el caso de los guardahilos, este 
procedimiento fue utilizado solamente por una persona. Quiere decir que de los 212 trabajadores 


guardahilos, solamente uno hizo uso de la posibilidad que le brindaba la Ley N* 17.930. Este caso fue 
analizado por el Directorio, la resolución fue negativa y el funcionario en cuestión la consintió. Aclaro 
que considero que la vocación del artículo 7” de la Ley N* 17.930 no es de permanencia indefinida, 
sino que se establecen ciertos plazos, a través del decreto reglamentario, que se cumplieron. En algún 
momento, se regularizaron cientos de situaciones y quedaron al margen, entre otras, varias solicitudes 
de agencieras del interior, de trabajadoras que fueron empleadas a través de los servicios de limpieza 
y, en el caso específico de los guardahilos, de una sola persona. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿En ese caso, el Directorio resolvió negativamente? 


SEÑOR CARVALHO.- Exactamente; resolvió negativamente, notificó al trabajador y elevó los 
antecedentes a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera saber si la resolución negativa se debió a que el Directorio entendía 
que el artículo 7% no era de aplicación para ese caso. 


SEÑOR CARVALHO.- Efectivamente entendimos que no estaba incluido dentro del concepto de 
desnaturalización de la relación que, a mi juicio, es el básico dentro del artículo 7* de la Ley N* 17.930. 


Por otro lado, este colectivo de personas, que están vinculadas a ANTEL a través de 
contratos de arrendamiento de servicio, constituyeron un sindicato y se afiliaron al PIT-CNT. El 
Directorio, con sus asesores, los recibió en todas las oportunidades que solicitaron audiencia. Siempre 
estuvo a la orden y creo que es importante destacar -porque han circulado versiones en el sentido 
contrario- que permanentemente estuvieron abiertos los canales de diálogo, se los recibió y escuchó 
en todas las ocasiones que lo solicitaron, tanto en el ámbito de la propia ANTEL como en el de la 
Dirección Nacional de Trabajo donde se siguió un larguísimo proceso de negociación a propósito de la 
situación de estos trabajadores. Si la Comisión me lo permite, quiero historiarlo rápidamente, porque 
creo que vale la pena que consten los sucesivos pasos que hemos dado. A juicio del Directorio, esto 
nos va a permitir demostrar que no ha habido insensibilidad ni intransigencia en la consideración de 
estas situaciones. 


Con respecto a la naturaleza jurídica del contrato de arrendamiento de servicios que los 
vincula, el Directorio sostiene -como lo hicieron los Directorios anteriores- que es válido, está sujeto al 
Derecho Civil, no es intuito personae -porque pueden nombrar a alguien que los sustituya- están 
obligados a contratar sus propios seguros y a proporcionar locomoción propia. Es un tema sobre el 
cual, los Directorios anteriores y éste no tienen discrepancias. Además, en la Asesoría Letrada de 
ANTEL, que ha sido la misma en los distintos Directorios, tampoco existen discrepancias. 


El contrato que vincula a los guardahilos con ANTEL es lícito y, por supuesto, válido. Está 
regido por las normas del Derecho Civil -que ellos lo aceptaron en su momento- y lo recoge el Decreto 
Ley N* 15.709 -que es el Estatuto del Funcionario de ANTEL- en su referencia al artículo 2%, donde 
establece que los becarios, los agentes de telecomunicaciones y los arrendadores de obras o de 
servicios cuya actividad tiene características especiales, se regularán por lo establecido en la 
reglamentaciones, contratos y convenios respectivos. Si bien, desde el punto de partida, nuestra 
posición era -y sigue siendo- una relación jurídica válida y lícita, la empresa no tuvo inconveniente en 
iniciar con ellos un largo proceso de negociación, que se desarrolló desde mediados del año 2005 
hasta estos días en que seguimos negociando con ellos a pesar de la situación que se ha planteado. 


Quisiera resumir la evolución de la posición del Directorio de ANTEL respecto a esta materia, 
porque creo que agrega elementos de juicio necesarios e importantes. Cuando nos abocamos al 
tratamiento de este tema, inicialmente surgió a la vista del Directorio de ANTEL la necesidad de 
redimensionar el volumen de su plan externo, que incluye trabajadores que en este momento exceden 
las necesidades propias del servicio de reparación, mantenimiento de líneas, colocación de nuevos 
servicios, etcétera. Lamentablemente, para ANTEL eso significa que la telefonía fija -que es la 
exclusividad del Ente y su fuente principal de financiamiento- está estancada y con una leve tendencia 
a decrecer. 


Como primer paso en la negociación con esos trabajadores, el Directorio de ANTEL decidió 
realizar un dimensionado del sector planta externa en el entendido de que el propio personal de 
plantilla de ANTEL perfectamente podía hacerse cargo de estas tareas, cuyo volumen ha disminuido 
bastante. Buscando una negociación y teniendo en cuenta lo planteado, como la necesidad de 
mantener la fuente de trabajo, naturalmente el Directorio fue sensible a los planteamientos que estos 
trabajadores formularon acompañados por la Central Sindical y eso llevó a la suspensión de cualquier 
acción que modificara la situación existente y también a la suspensión de la realización definitiva o 
ejecución del dimensionado de planta externa que, en principio, podía conducir a una reducción de 
personal. 


Llegamos a distintas soluciones y fórmulas con los trabajadores guardahilos. Por nuestra 
parte, nos comprometimos a mantener la fuente de trabajo, suspender el dimensionado que 
mencionaba, realizar un llamado abierto de méritos y antecedentes para la celebración de contratos de 
trabajo, según el régimen de la Ley N* 17.556, lo que implicaría una jornada laboral de ocho horas, 
beneficios sociales, licencias, seguro de enfermedad, etcétera. Esta fue la solución propuesta, porque 
es la única vía legal que tiene el Directorio de ANTEL para contratar personal para servicios que, de 
hecho o de derecho, estén dentro de sus competencias. Así fuimos autorizados por el artículo 182 de la 
Ley N* 17.930 -una Ley de Presupuesto- que se refiere a este tema y ofrecimos a los trabajadores 
guardahilos contratarlos mediante un mecanismo que la ley nos habilitaba a utilizar. Naturalmente, 
suspendimos toda posibilidad de cubrir estas funciones con personal propio, asumiendo el costo que 
esto implicaba para la empresa. 


Nos comprometimos a que en la base del concurso se tuvieran especialmente en cuenta los 
antecedentes de los servicios prestados a la empresa. Asimismo, nos comprometimos a eliminar el 
carácter eliminatorio de la prueba psicotécnica y a que aquellos trabajadores que resultaran 
contratados por el proceso de selección, en el cual partían -como puede verse- con una amplísima 
diferencia a su favor, percibieran remuneraciones iguales o similares a las que perciben los 
trabajadores de ANTEL que realizan las mismas tareas. 


Como consecuencia de todo esto, en noviembre de 2006 llegamos a la firma de un 
documento que tengo en mi poder, que lleva el logo del PIT-CNT y está firmado por los señores 
Marcelo Abdala, Alba Colombo y, en representación del Sindicato de Guardahilos, Gustavo Rodríguez y 
Alvaro Olivera. Dicho documento dice lo siguiente: “Nos dirigimos a ustedes a efectos de manifestar 
nuestra posición sobre la negociación para la regularización del contrato de agentes guardahilos. Sobre 
la regularización del contrato, nuestra Asamblea en el mes de julio del presente año ya había resuelto 
aprobar el preacuerdo...”, el que incluía los puntos a que hice referencia anteriormente respecto a 
formas de contratación, formas de retribución, régimen de trabajo, etcétera. Y continúa: “Sobre la 
cuestión de los créditos laborales, pensamos que es posible encontrar un acuerdo a través de una 
fórmula de carácter transaccional. Con el espíritu de buscar un acuerdo definitivo, proponemos una 
reunión a la brevedad.” Esto data del 18 de diciembre de 2006 y es la primera vez que tenemos una 
referencia escrita y formal, por parte del sindicato de trabajadores, respecto a un tema lateral, que 
sobrevuela o subyace al tema de la estabilidad en el trabajo para este núcleo de trabajadores. Me 
refiero a las demandas interpuestas por un núcleo de ellos -no fueron todos, sino que se trata de 
aproximadamente 126 personas hasta la semana pasada- quienes en muchos casos, después de 
ejecutar durante décadas el contrato que habían firmado con los anteriores Directorios de ANTEL, por 
el cual reconocían no ser funcionarios y estar ligados por una relación de Derecho Civil que los 
obligaba en los términos que previamente indiqué, advirtieron que, en realidad, no eran contratistas 
regidos por dicho Derecho, sino trabajadores subordinados de ANTEL con derecho a todas las 
prestaciones laborales y de seguridad social reconocidas por nuestro régimen legal. Como 
consecuencia de eso, se interpusieron demandas contra el Ente y las primeras fueron contestadas por 
instrucciones del anterior Directorio, el que se negó de plano a reconocer esta nueva óptica a la hora 
de entender la vinculación de los guardahilos y el Directorio de ANTEL. A su vez, cuando el Directorio 
actual recibió las demandas tomó la misma actitud, fundado en dictámenes de nuestra sala de 
abogados y en el acuerdo que surge de la realidad. Hablamos de un contrato que prevé expresamente 
que la gente puede contar con la colaboración de personas de su confianza, que en este caso es de su 
cuenta y riesgo el cumplimiento de las leyes sociales y que tienen facultad para designar personas que 
los sustituyan. A nuestro juicio, todo esto indica -sumado al decreto-ley por el que se estableció el 
Estatuto del Funcionario- que no existe ni relación de trabajo ni relación funcional, sino una pura 
relación contratista-contratante o arrendador y arrendatario de servicios, regida por el Derecho Civil, tal 
como lo establece el texto del contrato que oportunamente se firmó. En ese sentido, fueron 


contestadas las demandas que al 30 de abril significaban un monto reclamado de $ 573:370.663, lo 
que equivale a unos U$S 24:000.000 o U$S 25:000.000. A esto la Administración estaría obligada a 
agregar el pago de los intereses y los montos correspondientes a daños y perjuicios que los jueces 
puedan imponer al perdidoso en materia laboral. También, se puede dar el hecho de que las personas 
que hasta ahora no han demandado al Ente, en el futuro podrían sumarse con sus demandas, por lo 
que el riesgo laboral -en el caso de una hipótesis de máxima- asciende, sin duda, a algo más de 
U$S 50:000.000 para la empresa. La suerte de las demandas ha sido variada y solamente ha pasado 
en autoridad de cosa juzgada un solo caso que comprendía a dos trabajadores del departamento de 
Tacuarembó. Este fue un caso un poco especial puesto que la Administración fue declarada en 
rebeldía, porque la notificación del emplazamiento de la demanda no llegó a tiempo a los servicios 
jurídicos de ANTEL. En su momento esto originó sumarios, pero lamentablemente fuimos declarados 
en rebeldía y condenados a indemnizar a dichos trabajadores, cada uno de los cuales percibieron U$S 
125.000. Por otro lado, hemos obtenido sentencias favorables y, en ese sentido, podemos afirmar que 
uno de los tres Tribunales de Apelaciones del Trabajo resolvió a favor de ANTEL. Ahora tenemos 
sentencias de primera instancia contrarias a la posición del Ente, una de ellas confirmada en segunda 
instancia y en trámite de casación. 


Como los señores Senadores comprenderán todo esto nos enfrenta a una situación 
extremadamente particular por la cual, a raíz de una situación preexistente, el Directorio se vio 
enfrentado a este tipo de demandas que, por ahora, son 126 pero que nadie puede asegurar que en 
algún momento no lleguen a 212. Por otro lado, los resultados han sido realmente inciertos puesto que 
algunos han obtenido sentencia favorable y han cobrado, a otros les ha sido desfavorable y no han 
cobrado y hay quienes todavía no nos han demandado. Todo esto nos pone ante un ejemplo clásico de 
soluciones contradictorias para un mismo problema lo que, a mi juicio, está indicando la necesidad de 
una solución de carácter legal. De otro modo, el Estado podrá verse obligado a pagar a algunos y a 
otros no, según la suerte incierta de la distribución de Turnos y lo que, en definitiva, pueda resolver la 
Corte. Se trata de una situación que, evidentemente, está requiriendo una norma que aclare la 
condición de estos trabajadores, evite la posibilidad de que recaigan sentencias distintas y se llegue a 
soluciones que, en el fondo, serían tremendamente injustas para los que reclamaron y perdieron, para 
los que no reclamaron y para los que reclamaron y ganaron sumas cuantiosas. Estamos estimando 
que en algunos casos se puede llegar a U$S 350.000 y U$S 400.000 que la Administración no puede 
pagar ya que no cuenta, naturalmente, con disponibilidades presupuestales, porque en ningún 
momento se calculó un riesgo de este volumen. 


Siguiendo con el tema de las demandas laborales -que a esta altura no sólo preocupa a 
ANTEL, sino que estimamos que afecta a todo el Gobierno por las sumas implicadas en la demanda- 
debemos decir que la situación laboral de estos trabajadores dio lugar a un largo conflicto, a una 
ocupación... 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera preguntar al doctor Carvalho cuál es el origen de las reclamaciones, es 
decir, cuáles son los rubros que se reclaman y por los que ANTEL se ha visto, en algunos casos, 
obligado a pagar cifras tan importantes, ya que habla de la posibilidad de una solución legal, pero no sé 
si existe. 


SEÑOR CARVALHO.- Lo que están reclamando son créditos laborales -que nosotros sostenemos son 
inexistentes- y corresponden a horas extras, licencias, aguinaldos, salarios vacacionales y daños y 
perjuicios. Incluso, como me hace notar adecuadamente mi asesor, reclaman conceptos que los 
funcionarios presupuestados de ANTEL no perciben, como es el caso del salario vacacional. Estos 
conceptos, naturalmente, con el plazo de la prescripción, alcanzan esas cifras por el hecho de que 
estas personas perciben retribuciones que van, según la lista del último mes en que trabajaron 
normalmente, de los $21.000 a los $47.000, aproximadamente. Podríamos, entonces, hablar de un 
promedio de $ 40.000, lo que incluye la retribución de sus tareas, que se paga en función del número 
de servicios que se prestó -es decir de abonados que están a su cargo en cuanto al mantenimiento y 
reparación- más una compensación por transporte, el que es provisto por ellos mismos, según el 
kilometraje recorrido. El aporte al Banco de Previsión Social está a cargo de ANTEL. 


Si la respuesta es considerada satisfactoria por el señor Senador Gallinal, paso a referirme a 
la situación que tenemos pendiente en este momento. Sobre el tema de los juicios, como he dicho, la 
posición del Directorio es que el mismo nos excede, porque debería autorizarse un aumento en las 


tarifas o el cambio en el destino de los rubros presupuestales del ente -por ejemplo de inversiones- 
para obtener de algún modo -si fuéramos condenados- la habilitación legal para disponer de esas 
partidas que no están incluidas en nuestro presupuesto porque no se previeron y seguimos 
entendiendo que no corresponden. En cuanto a la situación de trabajo, cuando estalla este conflicto 
teníamos un preacuerdo logrado en el mes de diciembre en el que ofrecíamos un contrato de trabajo a 
término que, como saben, está regulado con un período de un año, pero es susceptible de 
renovaciones indefinidas. Contrariamente a lo que algunos han afirmado, en el sentido de que es un 
trabajo que caducaría al año o a los dos años, la Ley N* 17.556 permite renovaciones indefinidas. 
Como al empezar este proceso de negociación, el Directorio de ANTEL asumió el compromiso de 
mantener la fuente de trabajo y no proceder a la disminución del número de funcionarios que cumplían 
esta función, naturalmente, dentro del marco legal, les ofrecimos lo que podíamos hacer. Esto era una 
carta, una declaración, por parte de nuestro Directorio, estableciendo que apenas vencido el plazo del 
contrato y su prórroga, no era su intención proceder a la eliminación, sino renovarlo en todas las 
medidas necesarias a fin de atender los servicios del Ente y todo el tiempo que los trabajadores 
tuvieran buen comportamiento. En el contrato ofrecimos ocho horas de trabajo, sueldos similares a los 
que perciben los trabajadores de ANTEL y un llamado en el que serían consideradas -creo que ya me 
estoy repitiendo- su antigúedad y calificaciones, de manera tal, que sería prácticamente muy difícil que 
estas personas no pudieran acceder a la contratación. Tal vez podría exceptuarse el caso de personas 
que ya tienen edad jubilatoria y posibles dificultades físicas para cumplir con sus tareas. Como ustedes 
saben, por contrato, estas personas están autorizadas para designar un suplente, muchas de ellas así 
lo hicieron para los períodos en que no están en actividad, cuando toman su licencia, etcétera. En otros 
casos hemos comprobado que se ha dado una especie de subcontratación, porque aquellas personas 
que habían sido contratadas como guardahilos no cumplían físicamente la tarea, sino que la 
encomendaban a una persona más joven, generalmente un egresado de UTU que recibía, 
aproximadamente, el 10% -en los casos que hemos podido identificar- de la retribución del guardahilos. 
Si se comprobara, a través del procedimiento del llamado, que estas personas no están en condiciones 
físicas de prestar la actividad que deben realizar, de acuerdo con sus contratos y según las 
necesidades, naturalmente no puedo asegurar que pasarían la prueba, pero un trabajador normal, con 
aptitudes físicas y laborales normales, con antigúedad y antecedentes en ANTEL, creo que tendría que 
hacer mucha fuerza para quedar excluido del llamado. 


Con respecto a la continuidad, debo decir que ofrecimos la garantía de la palabra del 
Directorio y nuestro compromiso de no reducir el número de trabajadores. 


SEÑOR GALLINAL.- Estamos hablando de que, como solución, el Directorio de ANTEL propuso a 
estos trabajadores un contrato que sería a término... 


SEÑOR CARVALHO..- Un contrato a término según la Ley N* 17.556. 


SEÑOR GALLINAL.- Además, también se contaría con la palabra del Directorio para renovar ese 
contrato cuantas veces sea necesario, en tanto se cumpla con la tarea. 


Por otro lado, en materia de ingresos se dijo que se pagaría el equivalente a lo que cobra un 
funcionario de ANTEL, que no es lo mismo que lo que cobraban ellos por su función. 


(Dialogados) 


Entonces, el contrato sería a término y pregunto si es porque ustedes tienen imposibilidad 
legal de hacerlo de otra manera. Voy a dejar planteadas mis preguntas y luego se responderá todo 
junto. 


A su vez, el contrato está sujeto a una condición y es que previamente se realice una suerte 
de concurso entre los que actualmente se desempeñan como guardahilos y toda otra persona que 
quiera participar. Simplemente se establece determinado puntaje previo, lo que obviamente genera 
incertidumbre para el propio trabajador, porque no cuenta con todas las garantías de que, 
efectivamente, va a permanecer. Además, creo que existe algún antecedente sobre que algo se hizo 


con trabajadores zafrales y hoy no quedan muchos de los que estuvieron durante años, porque 
perdieron en llamados de similares condiciones. Esa es una de las dudas que tenemos al respecto. 


Por otra parte, cuando esta gente compareció en la Comisión manifestó que, de alguna 
manera, se condicionaba la posibilidad de celebrar contratos de estas características a través del 
llamado, al desistimiento de los juicios que hoy tienen con el organismo. Concretamente, consulto si 
esto es efectivamente cierto. 


Por ahora es cuanto quería preguntar aunque, naturalmente, podrán surgirme otras dudas 
luego de escuchar las respuestas que se brinden en Sala. 


SEÑORA DALMAS.- Desde 1971 -año en que ingresé a ANTEL como contratada a término- hasta 
1994, los contratos a término se renovaban automáticamente. Nunca nadie volvió a firmar un contrato, 
salvo que mediara mala conducta, un sumario o algún hecho excepcional. ¿Esto sigue siendo así? 


Según tengo entendido, este contrato, supuestamente categorizado como de arrendamiento 
de servicios -que sería lo lógico y racional de acuerdo con la descripción de las tareas y la forma de 
relacionamiento con la empresa- por su desarrollo parecería haberse convertido en un híbrido. Digo 
esto porque, por un lado, el funcionario tiene determinadas potestades como si se tratara de una 
empresa -la nominación del sustituto, la determinación de cumplir la tarea con los horarios que fije, 
salvo por el cumplimiento de la totalidad de lo que se le pide como tal, etcétera- y, por otro, ANTEL 
paga -o pagaba- los aportes a la seguridad social, cosa que debería hacer la propia empresa. De 
cualquier manera, ese híbrido no es responsabilidad de esta Administración, sino que es una práctica 
que se arrastra casi desde el origen del Ente y pido que si estoy equivocada me corrijan. 


A su vez, supongo que el Directorio de ANTEL, en aras de un ordenamiento ajustado a 
Derecho, de su interés por mejorar los recursos humanos y su desempeño en el mundo de la 
competencia y en función del interés de los trabajadores, de los servicios y de la propia empresa, está 
implantando esta nueva forma de relacionamiento, ajustando aquellas situaciones irregulares. En tal 
sentido, pregunto si los contratos de esos trabajadores siguen vigentes y, en el caso de que estén 
vencidos, si alguno continúa prestando funciones en ANTEL. 


Asimismo, me gustaría saber hasta dónde está dispuesto este Directorio a hacer otras 
concesiones, porque algunas ya hizo en torno al puntaje extra, a la eliminación del examen psicofísico, 
a no disminuir los puestos de trabajo a pesar de que en este momento no se justifican, etcétera. 


También me gustaría, como lo ha dicho el señor Senador Gallinal, que se desarrollara un 
poco el tema del desistimiento a las demandas realizadas hasta ahora. 


SEÑOR CARVALHO.- Voy a contestar siguiendo el orden de las preguntas planteadas. 


Con respecto a las interrogantes realizadas por el señor Senador Gallinal, quiero aclarar que 
el contrato a término está regulado por la Ley N* 17.556 y por el artículo 187 de la Ley N* 17.930. Bajo 
esa regulación legal, ANTEL está autorizada a contratar los trabajadores que sean necesarios para los 
servicios que -como dice la ley- directa o indirectamente, estén en competencia. 


Entendemos que la posibilidad de contrato de función pública quedó extinguida con el 
procedimiento aplicado para cumplir con las disposiciones del artículo 7% de la Ley N* 17.930. Se 
hicieron las convocatorias y se presentaron cientos de personas, entre ellas solamente un trabajador 
guardahilos y se cumplieron las etapas de análisis por la Comisión Paritaria, por decisión del Directorio. 
A partir de allí, como mecanismo legal de contratación, nos quedan solamente los contratos de trabajo 
a término que, como hemos visto, son prorrogables. Ese es el mecanismo que estamos utilizando tanto 
para la contratación de trabajadores zafrales -para ello todos los años realizamos un llamado abierto de 
méritos y antecedentes- y núcleos de trabajadores en los que anteriormente intermediaba una empresa 
de servicios y mano de obra. En la División Informática ya hemos hecho un llamado para alrededor de 
doscientos puestos que antes se prestaban por empresas y ahora se realizan a través de contratos. 
Entendemos que, en primer lugar, ese es el único camino que tenemos a nuestra disposición y, en 


segundo término, es el más beneficioso para la empresa. Es cierto que la realización de los llamados, 
por más que se haya buscado que primara especialmente la antigúedad en la empresa y la 
capacitación práctica para la ejecución de las tareas, incluye la posibilidad de riesgo, pero también es 
verdad que en diciembre del año pasado se nos manifestó el acuerdo en los términos en que se había 
redactado el llamado original y que lo único que quedaba pendiente era el tema de las reclamaciones 
laborales. Ahora asistimos a un planteamiento de otra naturaleza y se buscan otras formas de 
relacionamiento con la empresa. Actualmente, eso es lo que está en el núcleo del problema. 


Con respecto al condicionamiento al desistimiento de los juicios, quiero aclarar que hemos 
estudiado ese punto para aquellos trabajadores que resulten contratados. Hemos estudiado ese punto 
de manera muy especial y hemos llegado a la conclusión de que debemos hacerlo aplicando el mismo 
procedimiento que utiliza ANTEL para las personas que contratan con las empresas a través del 
procedimiento de compra directa o licitación. A toda empresa en litigio con ANTEL no se le permite 
participar en licitaciones o en llamados para compra directa, porque nos parece que de alguna manera 
se estaría cuestionado el principio de razonabilidad y, por tanto, procedemos de esa manera. ANTEL 
no contrata con una empresa que litiga con ella, mientras ese litigio no se aclare. Pedimos dictámenes, 
algunos de los cuales -no voy a mencionarlos- nos dicen que tenemos derecho a hacerlo aplicando los 
principios de libertad de contratación y razonabilidad. 


También está la palabra del Director Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar que, de 
manera muy sencilla y campechana -como es él- nos dijo un día en una reunión con los trabajadores 
de guardahilos: “Si yo contrato a alguien para que arregle la cocina de mi casa y después de hacerlo 
me demanaa, no pienso contratarlo para que me arregle el baño, por lo menos hasta que se aclare si le 
debo o no dinero”. En fin, parece una solución razonable dada la situación. 


Sobre las preguntas de la señora Senadora Dalmás, quiero rescatar que efectivamente ha 
sido como lo plantea, en el sentido de que los contratos se renuevan casi automáticamente. No 
conozco casos en los cuales, por el vencimiento del plazo, los contratos no se hayan renovado. Ahora 
bien, puede haber casos en los que haya desaparecido la tecnología o la necesidad y también están 
los zafrales. Antes existía una categoría, la de los zafrales permanentes, que eran trabajadores 
contratados para la zafra y que continuaban desarrollando sus funciones. En el proceso de 
regularización encontramos cien de estos casos de zafrales permanentes; por ello, su situación fue 
regularizada y quedaron como funcionarios. No obstante y según mi experiencia en cuanto a 
funcionarios contratados, puedo decir que no recuerdo, no conozco, casos en los cuales por el 
vencimiento del contrato el trabajador perdiera su fuente de trabajo. 


En cuanto a la pregunta final -la más importante- de la señora Senadora Dalmás, puedo decir 
que el Directorio naturalmente siempre ha tenido un ánimo negociador y negocia a partir de las 
restricciones que está sufriendo la empresa ANTEL a causa de su introducción en un mercado 
competitivo -me refiero a las que en este momento son las áreas de mayor desarrollo y dinamismo- a 
mi juicio, sin haber sido preparada adecuadamente para ello ni en su régimen de personal, ni en su 
régimen de compras, ni en su sistema general de funcionamiento administrativo. Fuimos sometidos a 
esa competencia, estamos inmersos en ella y luchamos por seguir liderando el mercado uruguayo de 
telecomunicaciones, por prestar a nuestros compatriotas el mejor servicio y por ofrecer la tarifa más 
baja posible. Esto lo hacemos en medio de las condiciones en que estamos, donde un teléfono fijo 
puede ser sustituido ventajosamente por un celular, y aclaro que el aumento de tarifas está excluido. 
No queremos aumentar las tarifas; por el contrario, pensamos que debemos rebajarlas como aporte de 
la empresa al “Uruguay productivo”. Aunque quisiéramos hacerlo -no queremos- no podríamos por una 
razón muy sencilla: en el momento en que dejemos de percibir los precios de mercado, nuestros 
clientes nos devolverán el teléfono fijo, nos dirán “muchas gracias” y se comprarán un celular. Por este 
motivo, la posibilidad de aumentar las tarifas está excluida de las perspectivas del futuro de ANTEL, 
que sólo puede mantenerlas o rebajarlas -esto es lo deseable y es por lo que estamos trabajando- para 
estar en condiciones cada vez mejores de competitividad. 


Esto establece una restricción con respecto a sus gastos -especialmente, los 
gastos fijos- que es muy importante tener en cuenta. ANTEL es, según la información que manejamos, 
la única empresa estatal de comunicaciones en régimen de Derecho Público en el mundo; casi se 
podría decir que es una especie en extinción, pero el Directorio está empeñado en demostrar que una 
empresa pública puede y debe sobrevivir y que puede y debe competir. La competencia no nos 


preocupa ni nos asusta; no reclamamos el retorno al régimen de monopolio, pero sí que se nos 
comprenda cuando decimos que necesitamos una legislación adecuada para competir. En relación a 
los gastos fijos, considero que tenemos que ser excepcionalmente cuidadosos, no sólo porque 
administramos el dinero de los uruguayos, sino también porque tal vez estamos dando pasos que en el 
futuro pueden pesar sobre el destino de la empresa. 


Procedemos, creo, con transparencia, con buena fe. A raíz de los últimos hechos se ha 
instalado una mesa de diálogo del más alto nivel político, administrativo y sindical. Nos hemos reunido 
en jornadas prolongadas con el señor Ministro Interino del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
ingeniero Martín Ponce, con el economista Conrado Ramos, Subdirector de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y con una representación de la Comisión de Legislación del Trabajo, que estuvo dada 
por su Presidenta, la Diputada Ivonne Passada y el Diputado Jorge Pozzi. A estas reuniones se suma, 
por supuesto -porque es el anfitrión- el señor Julio Baráibar, Director Nacional de Trabajo y su asesor, 
el doctor Loustanou. Hemos estado reunidos alrededor de esa mesa con los señores Marcelo Abdala y 
Alba Colombo en representación del PIT - CNT, con los señores Gabriel Molina y Augusto Larrosa en 
representación de SUTEL y con dos trabajadores que concurren en representación del sector de los 
guardahilos y cuyos nombres incluimos en el acta de hoy: Gustavo Rodríguez y Alvaro Olivera. 


Como resultado de estas negociaciones, en el día de hoy hemos suscrito un acta que 
contiene, por lo menos, un acuerdo en cuanto al procedimiento. A esta altura, tanto el señor Ministro 
Interino de Industria, Energía y Minería como el señor Subdirector de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y el señor Director Nacional de Trabajo reconocen la complejidad del problema, la 
cantidad de aspectos y aristas comprometidos en él y que la búsqueda de una solución debe hacerse a 
través del diálogo, de la recopilación de información, de la exploración de posibles soluciones y 
teniendo en cuenta las consecuencias que tendrían dichas soluciones, como precedentes, para el 
Estado. 


En el día de hoy, después de ponernos de acuerdo en el procedimiento y de que los 
trabajadores valoraran el mantenimiento de este ámbito como marco para las negociaciones, ANTEL 
asumió el compromiso de no innovar en las situaciones preexistentes, de adelantar el gasto de 
combustible en el caso de que los trabajadores recomiencen sus tareas y de trabajar en forma 
constante fijando una fecha tope, que sería el 1% de junio, para alcanzar un acuerdo. Como 
consecuencia de todo esto, en el día de mañana los representantes de los trabajadores van a 
presentar a la asamblea una moción para el levantamiento del paro. 


Por supuesto, esta no es la solución definitiva, pero no es sencillo alcanzarla, pues hay que 
tomar en cuenta el interés de estos trabajadores, el de la empresa, la incidencia que podría 
representar, como precedente, la incorporación de ellos bajo otra forma jurídica -en cuyo caso se 
requeriría la participación del Parlamento para instrumentarla, ya que hoy no la tenemos- en el conjunto 
de la Administración y de las empresas públicas. 


En definitiva, nos “quedará el rabo por desollar” -hablando mal y pronto- o sea, el tema de los 
juicios pendientes, el cual excede al Directorio de ANTEL y del que se ha dado cuenta al Poder 
Ejecutivo. Estaremos a lo que se resuelva, ya sea por vía judicial o por las normas legales que se 
puedan sancionar. 


Debo ser absolutamente franco con los señores Senadores y decirles que, en mi opinión, es 
un tema complejo y que no va a ser sencillo de solucionar, porque también en este caso existen 
diferentes situaciones. Por ejemplo, hay trabajadores que están al borde del límite de años para 
alcanzar su jubilación y, aunque les ofrezcamos ser presupuestados como funcionarios de ANTEL , si 
tienen la expectativa de percibir U$S 250.000 y jubilarse, no parece dudosa la respuesta que nos van a 
dar. 


Realmente es un tema muy complejo y en torno al cual, por ahora, sostenemos nuestra 
posición, porque creemos que es justa y, además, es la que nos aconseja nuestra Asesoría Letrada, 
que es la misma que aconsejó al Directorio anterior en el sentido de no ceder ante estas demandas, 
sino, por el contrario, resistirlas y oponerse con toda la argumentación jurídica -que, humildemente, he 
tratado de sintetizar- a la pretensión de percibir del Estado estas sumas cuantiosas. 


SEÑOR GALLINAL.- Considero que esta última noticia que nos termina de dar el señor Vicepresidente 
de ANTEL, sin lugar a dudas, es una buena noticia. 


En consecuencia, por lo menos en lo que a mí respecta -que fui uno de los que solicitó la 
comparecencia de este Directorio- considero que lo que corresponde es abrir una carta de crédito, 
esperar que se lleven adelante las negociaciones -para las que se han fijado determinados plazos- y 
desear que el Directorio tenga éxito y se llegue a un entendimiento. Si se considera que podemos 
ayudar o que se requiere de alguna norma legal que, luego de llegar a un acuerdo, pueda facilitar su 
cumplimiento, desde ya estamos a las órdenes. 


Simplemente, reitero, que esto último que nos acaba de decir es una muy buena noticia y 
bienvenida sea. 


Muchas gracias. 


SEÑORA DALMAS.- Quisiera consultar al Directorio si existe algún inconveniente en que se nos deje 
una copia del Acta de Acuerdo sobre Metodología de Trabajo. 


SEÑOR CARVALHO.- No existe inconveniente alguno, la documentación está a disposición de la 
Comisión. 


SEÑORA DALMAS.- Quiero dejar constancia de mi acuerdo con el señor Senador Gallinal en lo que 
tiene que ver con la buena noticia. Creemos que la negociación es el mejor camino aunque, a veces, 
no se llegue a buen término. Pero, en lo personal, parto de la base de estar en absoluto acuerdo con 
las decisiones tomadas por el Directorio de ANTEL, previo a esta negociación, más allá de que también 
coincido con tomar el camino de haber ingresado en ella. 


En ese sentido, confío en que se van a encontrar las mejores soluciones, partiendo de la 
base de que es absolutamente justo lo que el Directorio de ANTEL tenía decidido desde el comienzo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ánimo de inmiscuirnos en la actividad del Ente, compartimos los pasos 
que se han dado con independencia de los acercamientos o alejamientos que tiene toda relación que 
termina en un conflicto no deseado por nadie. Asimismo, coincido con lo expresado por el Senador 
Gallinal en cuanto a la voluntad de esta Comisión de trabajar sobre un marco legal. Lo de hoy es una 
muy buena noticia pero, evidentemente, el problema tiene una cantidad de aristas que superan, 
incluso, el desarrollo futuro porque pesan sobre las situaciones pasadas de personas a las que, tal vez, 
hoy ya ni les interese prestar servicios. Entonces, queda latente la posibilidad de un juicio que 
involucraría un número muy importante y que tampoco tiene solución legal, pues es verdad que no la 
hay. 


Por lo tanto, considero que el tema tiene gran envergadura y tal vez podamos colaborar con 
la construcción de un marco legal que dé seguridad, hacia el futuro, a una relación que fue discutida o, 
al menos, interpretada de distintas formas. Este marco legal permitiría adecuarse a la realidad para 
que, en el futuro, cuando se solucione el conflicto, no existan estos problemas. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada, quiero expresar mi satisfacción por este camino que han iniciado el 
Directorio y los trabajadores. Indudablemente, el tema del diálogo es importante y ese fue el objetivo 
que esta Comisión, modestamente, se puso como elemento para convocar al Directorio. 


También quiero recordar lo interesantes e importantes que fueron, en ocasión de la 
aprobación del presupuesto quinquenal, las normas que permitieron a ANTEL, en competencia, poder 
defenderse de una situación en la que se nos expresaba que estaban atados de manos para contratar 
licitaciones y demás. 


En ese sentido, tal como aquí se ha manifestado por parte de los demás Senadores que me 
han precedido en el uso de la palabra, vemos qué importante va a ser, también en el futuro, seguir 


trabajando colectivamente, junto con el Directorio y los trabajadores, para avanzar en un marco legal 
que permita a nuestra empresa de telecomunicaciones defenderse y ser ese ejemplo a nivel mundial, 
que realmente nos enorgullece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados y quedamos a su 
disposición. 


SEÑOR CARVALHO.- Quisiera manifestar mi agradecimiento por la voluntad de colaboración 
manifestada por los señores Senadores. Por supuesto, si es necesario recurriremos a esta Comisión, 
sabiendo que están interesados en el problema y en cooperar en la búsqueda de una solución, lo cual 
agradecemos enormemente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 4 minutos) 
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